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SENTENCIA NÚMERO: CINCUENTA

En la ciudad de Córdoba, a los diecisiete días del mes de mayo de dos mil dos, siendo las once horas, se reúnen en Acuerdo Público los Señores :Vocales integrantes de la Sala Contencioso Administrativa del Excmo. Tribunal Superior de Justicia, Doctores Domingo Juan Sesin, Hugo Alfredo Lafranconi y Aída Lucía Teresa Tarditti, bajo la Presidencia del primero, a fin de dictar sentencia en estos autos caratulados: "CASALOTTI, GRACIELA SUSANA C/ CAJA DE JUBILACIONES, PENSIONES Y RETIROS DE CÓRDOBA - PLENA JURISDICCIÓN - RECURSO DE CASACIÓN" (Expte. Letra "C", N° 11, iniciado el dieciséis de abril de dos mil uno), con motivo del recurso de casación deducido por la parte demandada a fs. 121/125, en contra de la Sentencia Número Doscientos veintinueve, dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación, el día diez de noviembre de dos mil (fs. 105/120), mediante la cual se resolvió: "1. Hacer lugar a la demanda contencioso administrativa de plena jurisdicción deducida por la Sra. Graciela Susana CASALOTTI, y en consecuencia invalidar las Resoluciones N° 177.018/96 y N° 180.05./96 de la Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de la Provincia de Córdoba, objeto de impugnación. 2. Condenar a la demandada  para que en el término de sesenta (60) días hábiles administrativos, otorgue a la actora la Jubilación por Invalidez oportunamente solicitada y le abone en igual plazo los haberes jubilatorios dejados de percibir, con más un interés del doce por ciento anual hasta la fecha del efectivo pago. Deberá asimismo presentar ante este Tribunal en el término de treinta días la liquidación correspondiente para su control. Todo bajo apercibimiento de ley. 3. Disponer que las costas sean soportadas por el orden causado...".---------------------


Seguidamente se procede a fijar las siguientes cuestiones a resolver:-----------

PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente el recurso de casación?----------------------

SEGUNDA CUESTIÓN: ¿Qué pronunciamiento corresponde?------------------------


Conforme al sorteo que en este acto se realiza los Señores Vocales votan en el siguiente orden: Doctores Domingo Juan Sesin, Hugo Alfredo Lafranconi y Aída Lucía Teresa Tarditti.---------------------------------------------------------------------------

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:----------------------------------------------------------


1. A fs. 121/125, la parte demandada con sustento en los motivos formal y sustancial (art. 45 incs. "a" y "b" del C.P.C.A.) deduce recurso de casación en contra de la Sentencia Número Doscientos veintinueve de fecha diez de noviembre de dos mil, dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación (fs. 105/120), el cual fue concedido mediante el Auto Número Cuarenta y uno de fecha cinco de marzo de dos mil uno (fs. 130/131vta.).-------------------------------------------


2. Impreso el trámite de ley (fs. 126),  en aquella sede el procedimiento se cumplió con la intervención de la parte actora, quien a fs. 127/128vta. presentó su informe al evacuar el traslado corrido, solicitando se rechace el recurso incoado.-----


3. A fs. 136 se dio intervención al Señor Fiscal General de la Provincia, quien se expidió en sentido adverso a la procedencia del recurso de casación (Dictamen C.A. N° 319 del 08/05/2001, fs. 137/140vta.).--------------------------------


4. A fs. 141 se dicta el decreto de autos, el que firme (fs. 142), deja la presente causa en estado de ser resuelta.-----------------------------------------------------


5.1. Con sustento en el motivo sustancial de casación (art. 45 inc. "a" de la Ley 7182), la impugnante expresa los siguientes agravios:-------------------------------


Acusa que el Sentenciante ha inobservado la ley sustantiva, al omitir las prescripciones especiales y específicas contenidas en los artículos 24, 25 y 46 de la Ley 8024, para que procediera el otorgamiento del beneficio que peticionó la actora.


Aduce que el Tribunal, basándose en la pericia médica llevada a cabo en esta sede, que no desvirtúa lo expuesto por las Juntas Médicas practicadas en sede administrativa, decide acordar el beneficio de jubilación por invalidez, sin reparar que la actora no se encontraba en actividad ni poseía cobertura previsional a la fecha en que se determinó la incapacidad laboral superior al sesenta y seis por ciento (66%) de la T.O..------------------------------------------------------------------------


Denuncia que la normativa que informa el caso determina sin alternativa alguna que el grado de incapacidad requerido al agente debe acreditarse al cese de la prestación de servicios con aportes a la caja, por no ser aplicable al caso la regla de excepción prevista en el artículo 46 inciso "a" de la Ley 8024, al no reunir la actora diez años de servicios bajo el régimen jubilatorio provincial.--------------------


Aduce que en el proceso contencioso administrativo se determina que la revisión del acto que se cuestiona en sede judicial, debe ser valorado a la luz de los elementos que la Administración tuvo a su alcance al tiempo de emitir el acto.-------


Entiende que el informe pericial en que se funda el pronunciamiento, si bien realiza un pormenorizado análisis de las afecciones que padece la actora, concluye que la incapacidad es del setenta por ciento (70%) de la T.O. al veinticinco de noviembre de mil novecientos noventa y ocho.---------------------------------------------


Añade que tal pericia no provee elemento alguno que determine en forma fehaciente la situación del agente a la fecha en que el ente previsional le denegó la jubilación por invalidez y menos aún a la fecha de la desvinculación laboral.---------


Sostiene que aún cuando en la actualidad pudiere existir un porcentaje de incapacidad superior al sesenta y seis por ciento (66%) de la Total Obrera, la pericia médica efectuada no resulta idónea para enervar las decisiones administrativas, por cuanto no se cumplimentan los restantes requisitos legales de los artículos 24 y 46 de la Ley 8024.----------------------------------------------------------------------------------


Reitera que resulta suficiente para acreditar la tipificación de la causal invocada, la demostrada falta de adecuación legal de la hipótesis de la causa y de la prueba a las expresas disposiciones legales aplicables y la errónea consideración de las pericias médicas.----------------------------------------------------------------------------


5.2. Con fundamento en el motivo formal de casación (art. 45 inc. "b" de la Ley 7182), la impugnante afirma que el pronunciamiento recurrido carece de la debida motivación por cuanto para restar valor a las pericias realizadas en sede administrativa y a la del perito contraloreador de su parte, el Sentenciante se basó en afirmaciones dogmáticas.----------------------------------------------------------------------


Expresa que la Cámara a-quo consideró dirimente el informe producido por la perito oficial que se expidió sobre la incapacidad de la actora a la fecha de la realización de la pericia médica judicial y no en relación a la fecha en que fueron efectuadas las Juntas Médicas en sede administrativa.-------------------------------------


Afirma que la normativa que regula el caso determina sin alternativa alguna que el grado de incapacidad debe acreditarse al cese de la relación laboral, hecho que en autos se produjo el día trece de febrero de mil novecientos noventa y cinco.--


Añade que el proceso contencioso-administrativo por definición legal determina que la revisión del acto que se cuestiona en sede judicial debe ser valorado conforme los elementos y circunstancias que la Administración tuvo a su alcance al tiempo de su emisión, como lo ha sostenido reiteradamente la doctrina y la jurisprudencia.--------------------------------------------------------------------------------


Concluye que la ausencia o errónea fundamentación tiñe de arbitrario el decisorio cuestionado, en tanto que se afectan garantías constitucionales como la defensa en juicio y el debido proceso (art. 18 C.N.).---------------------------------------


Finalmente ratifica la reserva del caso federal (art. 14, Ley 48).-----------------


6. La instancia extraordinaria local ha sido deducida en tiempo oportuno, en contra de un decisorio que ostenta virtualidad jurídico-procesal de sentencia definitiva y por quien se encuentra legitimado a tal efecto.-------------------------------


7. Corresponde, en consecuencia, analizar si la vía impugnativa intentada satisface las demás exigencias legales atinentes a su procedencia formal y sustancial.----------------------------------------------------------------------------------------


8. Mediante el pronunciamiento recaído en la causa, la Cámara a-quo hizo lugar a la demanda contencioso administrativa de plena jurisdicción incoada y condenó a la accionada a otorgar a la actora la jubilación por invalidez solicitada y a abonarle los haberes jubilatorios dejados de percibir con más un interés del doce por ciento anual hasta la fecha del efectivo pago, al juzgar que la supuesta ausencia de incapacidad laboral que sustentan los actos impugnados no es tal, correspondiendo invalidarlos por vicios en su causa o motivo.-----------------------------------------------


Para así resolver, la Cámara a-quo precisó que:------------------------------------


a) La doctrina y la jurisprudencia tienen reiteradamente resuelto que la motivación del acto se integra con las actuaciones previas sustanciadas en el expediente administrativo, en especial con los dictámenes técnicos que le sirven de sustento (cfr. fs. 109vta.);----------------------------------------------------------------------


b) Las Juntas Médicas constituyen verdaderos Tribunales Médicos, conformados por distintos profesionales de la medicina que resguardan las garantías de idoneidad, imparcialidad y recíproco contralor (cfr. fs. 110vta.);---------------------


c) Su revisión se admite si se comprueba una errónea evaluación de los hechos a través de elementos probatorios técnicos de valor superior en orden a su fuerza convictiva (cfr. fs. 110vta./111);------------------------------------------------------


d) Con fecha 05/02/87 Reconocimientos Médicos de la Dirección General de Personal de la Provincia extendió a la accionante el Certificado de Buena Salud (Apto-Físico) para ingresar a la E.P.E.C. (cfr. fs. 111);------------------------------------


e) La actora inició el trámite jubilatorio con Certificado Médico expedido por el Doctor H. Sosa de los Santos el día 16/11/93, quien consignó que la paciente se encontraba afectada de "Epilepsia Crónica Secundaria a cirugía craneal de la infancia; cérvicobraquialgia, dorsolumbalgia por espondiloartrosis, escoliosis cérvico-dorsal, con incapacidad superior al 66% de la t.o.. Señala también que la paciente estuvo internada en dos oportunidades en el Hospital Neuropsiquiátrico; en el Hospital Santa María, en la Clínica Punilla, en el Sanatorio Conde y en la Clínica San Antonio de Villa Carlos Paz. Destaca que las primeras crisis de Epilepsia comenzaron en 1977, y continúan hasta la actualidad, siendo la enfermedad "crónica y progresiva", y los tratamientos "paliativos"" (cfr. fs. 111);------------------


f) El Certificado Médico de Iniciación del Trámite extendido por la Doctora Santa Cruz del Hospital Colonia Santa María (Ministerio de Salud Pública) del 19/03/1996, informó que la actora padeció de Epilepsia Secundaria a Cirugía Craneal en forma coincidente con el Certificado de Iniciación del Trámite suscripto por la Doctora M. del C. García, Neuróloga del Hospital Español de fecha 13/03/1996 y el Certificado de Iniciación del Trámite otorgado por la Jefe de Neurología del Hospital San Roque, Doctora López de Cardeilhag (03/07/1996) (cfr. fs. 111 y vta.);------------------------------------------------------------------------------


g) En la Historia Clínica del Hospital Neuropsiquiátrico Provincial del 26/11/1976, se informaron las sucesivas internaciones de la actora detallándose las patologías detectadas a la misma (cfr. fs.112 y vta.);--------------------------------------


h) La Junta Médica celebrada con fecha 21/03/1996, dictaminó en lo sustancial que la actora se encontraba afectada de la Enfermedad N° 345.8 de la Clasificación Internacional de Enfermedades de la O.M.S., con un grado de incapacidad inferior al sesenta y seis (66%) de la T.O. para los fines previsionales, de carácter provisoria y general, existiendo posibilidad de recuperación y que la incapacidad se produjo durante la relación de trabajo (cfr. fs.112vta.);-----------------


i) La Junta Médica de Reconsideración emitió dictamen con fecha 16/10/1996, ratificando todos los puntos de la anterior, sin expresar fundamentos que motiven su decisión (cfr. fs. 113);-------------------------------------------------------


j) Lo expuesto bajo el título "Observación" evidencia nítidamente que la Junta no dedicó demasiado tiempo al análisis del expediente administrativo, particularmente a la situación laboral de la agente, ya que a fs. 22 corre agregado el certificado de cesación de servicios y la fecha de la última percepción de haberes de la actora y en forma previa a la Junta, la Dirección de Asuntos Legales en su Dictamen Número 888 expresamente advirtió que "se deberá tener en cuenta que la titular ha cesado en el servicio con fecha 13/02/95" (cfr. fs.113 y vta.);----------------


k) Tratándose de una Junta Médica de Reconsideración, sus integrantes deberían fundar de manera acabada y precisa sus decisiones, más aún en los supuestos en que su asesoramiento conduce ciertamente a la denegación del beneficio previsional (cfr. fs. 113 vta.);------------------------------------------------------


l) La Junta mínimamente tendría que considerar y pronunciarse respecto de los argumentos pertinentes, en el plano médico, expuestos por la actora en su reconsideración. A título de ejemplo, en el recurso la actora dice "Afección: Enfermedad N° 345.8 de la C.I.E. de la O.M.S.", aclarando que si bien padece la enfermedad de referencia "...como consecuencia de la misma tiene otras dolencias, tanto psíquicas como físicas.... En cuanto a este item (carácter de la incapacidad), la Junta considera que es de carácter provisoria. Esta aseveración es falaz...es de carácter crónica, es decir permanente...". Sin embargo la Junta de Reconsideración en dos renglones da por cumplido su cometido y con sustento en el mismo, la Caja dictó el acto impugnado (cfr. fs. 113vta./114);----------------------------------------------


ll) Por su parte, para acreditar el grado de invalidez que invoca, la accionante ofreció en el juicio como prueba, además de las actuaciones administrativas, Pericial Médica. Del análisis de la prueba relacionada conforme los principios de la sana crítica,  se concluye que la Administración demandada no ha ponderado con la debida objetividad y corrección el grado de incapacidad portante por la actora, al tiempo de realizarse las Juntas Médicas (21/03/1996 y 16/10/1996) que fundamentan los actos impugnados (cfr. fs. 114);------------------------------------------


m) Si bien es cierto que la perito oficial determinó la incapacidad al 26.11.98, fecha del acto pericial, el simple cotejo de los estudios realizados y sus fechas permiten aseverar con seguridad, teniendo en consideración el tipo de patologías verificadas a la fecha de la pericia y su grado de incapacidad, que éstas resultan al menos idénticas, pudiendo haberse agravado pero no remitido, con respecto a las patologías e incapacidad portante de la actora a la fecha de la solicitud del beneficio, a la fecha en que produjo su baja en  E.P.E.C. (13/02/95) y a las fechas de las Juntas Médicas (21/03/96 y 16/10/96). Ello queda corroborado con los antecedentes obrantes en el expediente administrativo y particularmente atento al tipo de patología (cfr. fs. 116/116vta.);------------------------------------------------------


n) El perito de control de la accionada coincide con las patologías señaladas por la perito oficial sin existir diferencias sustanciales, aunque no atribuye  grado de incapacidad (cfr. fs.116vta./117vta.);---------------------------------------------------------


ñ) El informe de la perito oficial resulta satisfactorio e idóneo para acreditar el sustracto fáctico requerido por el artículo 25 de la Ley 8024, esto es una incapacidad superior al sesenta y seis por ciento de la T.O. (cfr. fs. 117vta.);----------


o) Los eventuales intervalos de aparente mejoría circunstancial, no importan la remisión o desaparición de una enfermedad crónica como la que afecta a la actora, tal lo admiten todos los profesionales, está desde su infancia polimedicada para evitar el padecimiento de crisis convulsivas, soportando permanentemente las consecuencias que la ingesta de este tipo de medicación (anticonvulsivos) trae aparejada (cfr. fs.118vta.);---------------------------------------------------------------------


p) Los elementos analizados permiten concluir que en el caso traído a estudio, la supuesta ausencia de incapacidad laboral que fundamentan los actos impugnados no es tal y en consecuencia corresponde invalidarlos por vicio en su causa o motivo (cf. fs. 118 vta.).--------------------------------------------------------------


9. Por  razones de orden metodológico que coadyuvan a una mejor resolución de la materia traída a revisión, corresponde preliminarmente entrar al análisis del motivo formal de casación articulado,  en el que se denuncia una supuesta falta de motivación, en tanto el Tribunal a-quo habría restado valor a las Juntas Médicas realizadas en sede administrativa y al informe del perito contraloreador de la accionada mediante afirmaciones dogmáticas.----------------------------------------------


La impugnante refiere en esencia, que el Juzgador para arribar a la decisión que le produce agravio basa su decisión teniendo en cuenta el informe pericial médico producido en sede judicial en el que se evita determinar el grado de incapacidad padecido por la accionante a la fecha de efectuadas las Juntas Médicas, lo que califica de irrelevante por cuanto la revisión jurisdiccional del acto administrativo debe efectuarse al tiempo de su dictado.-----------------------------------


10. En orden a la crítica recursiva reseñada en el punto anterior, es dable recordar que el recurso de casación no cubre la discrepancia del recurrente con la determinación de los hechos y el encuadramiento jurídico que realizan los Jueces de la causa, en la medida que no se demuestre un vicio in procedendo o in iudicando, eficaz para habilitar la instancia de anulación. Lo contrario convertiría a este Tribunal en una instancia ordinaria para atender las objeciones de los litigantes a quienes anima un diverso criterio de interpretación, lo que no se compadece con la competencia atribuida al Máximo Órgano Jurisdiccional por la Constitución de la Provincia (art. 165 inc. 3, Const. Pcial.).-----------------------------------------------------


Por ello es deber de quien invoca un vicio "in procedendo" efectuar una crítica completa y acabada a los concretos términos del pronunciamiento que ataca, desde que los agravios que se denuncien deben tener su causa inequívoca en el fallo y no en la apreciación subjetiva y parcializada de quien soslaya sus términos y exhibe su discrepancia con la selección, valoración y fijación de los hechos, típicas cuestiones ajenas a la materia de casación, salvo arbitrariedad fáctica.---------


11. En el sub lite, si se confrontan los términos del fallo con las alegaciones a través de las cuales la casacionista basa su crítica impugnativa, se advierte con toda claridad la inobservancia de las exigencias inexcusables para la debida fundamentación del remedio que se intenta.-------------------------------------------------


Tan es así, por cuanto ninguno de los vicios reprochados al Tribunal de Mérito tienen sustento en el acto decisorio cuestionado. Doy razones:------------------


12. En orden a la alegada falta de valoración del hecho que las Juntas Médicas producidas en sede administrativa encuentran respaldo en el Sobre Secreto Médico, es dable señalar que contrariamente a lo afirmado por la recurrente el Tribunal a-quo efectuó un análisis exhaustivo de tales antecedentes médicos (cfr. fs.111/112vta.), arribando a la conclusión que tanto el primero como el segundo dictamen de reconsideración que fundamentaron los actos administrativos impugnados, no ponderaron con la debida objetividad y corrección el grado de incapacidad portante por la actora al tiempo de sus realizaciones.-----------------------


Tal aserto es sustentado en la circunstancia que si bien los profesionales de la primera Junta Médica, realizada el día 21/03/1996, expresan haber efectuado un examen detenido y exhaustivo de la paciente, no surge de dicho informe que se haya meritado mínimamente una serie de antecedentes médicos como el certificado producido a su requerimiento por la Jefatura del Servicio de Neurología del Hospital San Roque, en el que se diagnostica "Epilepsia secundaria (meningitis), electroencefalograma anormal", de pronóstico reservado, aconsejando tratamiento psicoterapeútico y el contenido de los certificados médicos de iniciación del trámite jubilatorio, que refieren que la epilepsia es crónica y los tratamientos psicofarmacológicos y psicoterapéuticos resultan paliativos.-----------------------------


En cuanto a la Junta Médica de Reconsideración efectuada el día 16/10/1996, el Tribunal a-quo especificó que ésta adolecía de los mismos defectos que la primera, en cuanto se limitó a ratificar las conclusiones arribadas, sin expresar fundamento alguno que motiven tal decisión.-----------------------------------------------


Asimismo de la lectura de lo expresado con el título "Observaciones" en cuanto a que "se aconseja reubicación laboral según afecciones codificadas", el Juzgador dedujo que la referida Junta no había dedicado tiempo al análisis de las constancias del expediente administrativo, particularmente en lo que respecta a la situación laboral en que se encontraba la agente conforme el certificado de cesación de servicios, la última percepción de haberes y el Dictamen Número 888 de la Dirección de Asuntos Legales, en el que se advierte "Se deberá tener en cuenta que la titular ha cesado en el Servicio con fecha 13.02.95", resaltando la circunstancia que tales documentos habían sido agregados antes de producido el dictamen médico de reconsideración.------------------------------------------------------------------------------


En tal contexto el Judex a-quo luego de efectuar un exhaustivo análisis del informe de la perito médica oficial, con adhesión del perito controloreador de la actora y de la pericia efectuada por el facultativo propuesto por la accionada, comprobó que la Señora Casalotti padece una incapacidad del setenta por ciento (70%) de la Total Obrera al 26/11/1998, derivada de patologías idénticas a las que padecía al momento de solicitar el beneficio, de producirse el cese de servicios en la E.P.E.C. y que fueran detectadas por las Juntas Médicas Administrativas.-------------


En base a ello, el Sentenciante ponderó que las afecciones incapacitantes de la actora, que son idénticas, pudieron haberse agravado pero no remitido, concluyendo que el informe de la perito médica oficial resulta idóneo para acreditar el sustrato fáctico requerido por el artículo 25 de la Ley 8024.---------------------------


Tal conclusión halla sustento en lo expresado por el Judex a-quo respecto a  que los eventuales intervalos de aparente mejoría circunstancial, no importan la remisión o desaparición de una enfermedad crónica que padece la actora, en la que la paciente, como admiten todos los profesionales, está desde su infancia polimedicada para evitar el padecimiento de crisis convulsivas, soportando permanentemente las consecuencias que la ingesta de este tipo de medicación (anticonvulsivos) trae aparejada.--------------------------------------------------------------


En base a tales antecedentes la Cámara a-quo sostuvo que la supuesta ausencia de incapacidad laboral que fundamentan los actos impugnados no es tal y en consecuencia los invalidó por vicio en su causa o motivo (cfr. fs. 118vta.).--------


13. De todo lo hasta aquí expuesto surge que la recurrente ha parcializado las razones dadas por el Tribunal a-quo, a través de las cuales concluyó que los dictámenes médicos efectuados en sede administrativa carecían de la idoneidad suficiente para tener por acreditada la conclusión referida a que la actora  portaba un incapacidad laboral inferior a la requerida legalmente para la concesión del beneficio previsional por invalidez solicitado al tiempo que tales pericias fueron efectuadas, lo que priva al agravio de sustento real.----------------------------------------


14. En relación al alegado carácter revisor de la jurisdicción contencioso administrativa que invoca la accionada, es dable señalar que el mismo significa la exigibilidad de que las pretensiones actuadas en el proceso contencioso- administrativo hayan sido genéricamente planteadas a la consideración de la autoridad administrativa en el agotamiento de la vía, ya que la función administrativa goza del privilegio de la decisión previa. Este carácter revisor no genera situaciones exentas de control judicial, sólo necesita su adecuada preparación.--------------------------------------------------------------------------------------


En definitiva, se requiere que exista congruencia entre la pretensión ejercida en sede administrativa y la acción intentada en sede judicial, con independencia de que los fundamentos en que la misma se sustenta hayan o no sido previamente expuestos en su totalidad ante la Administración.------------------------------------------


Como lo señala FIORINI, B. "...Se habilita la instancia para revisar y no para contender en un litigio sin ninguna relación con el precedente administrativo previo" (¿Qué es el contencioso?, Bs.As. 1965, págs. 317/318).-------------------------


El sistema contencioso administrativo establecido en el C.M.C.A. -Ley 7182- a diferencia de su antecesor C.P.C.A. -Ley 3897- ha roto con los rígidos moldes del contencioso administrativo referido exclusivamente al acto administrativo, estableciendo un verdadero proceso, en el que la materia de la acción ante la justicia es la pretensión que se deduzca con relación a los actos de la Administración Pública y no solamente respecto de estos últimos. Tan es así, que al reglar los alcances de la sentencia a dictarse en un proceso de plena jurisdicción, como el de autos, expresamente ha establecido en su artículo 38 que ello es "...sin perjuicio de reconocer la situación jurídico subjetiva y adoptar las medidas necesarias para su restablecimiento...", tal como surge de su exposición de motivos que "...tiende a la reparación integral de las situaciones jurídico-subjetivas, de modo de evitar mayor desgaste jurisdiccional, proveyendo a los justiciables un auxilio eficaz, conforme a las más modernas tendencias legislativas...".-----------------------------------------------


Esto significa entonces que de un proceso contencioso-administrativo "objetivo" entendido como un proceso "al acto", se pasa a un proceso "subjetivo" donde se atiende a las "pretensiones" deducidas "contra el acto", lo que trae aparejado que el control judicial de la Administración está dirigido a la protección de los derechos e intereses de los particulares enfrentados a las potestades de aquélla.--------------------------------------------------------------------------------------------


En tal marco de análisis, atento que en todo momento, sea en sede administrativa cuanto en esta sede judicial, tanto la pretensión esgrimida -jubilación por invalidez-, como el sustrato fáctico requerido por el artículo 25 de la Ley 8024 para viabilizar el porcentaje de invalidez siempre fueron los mismos, debía necesariamente valorarse la eficacia de la prueba pericial médica producida en sede judicial para comprobar si el acto administrativo se encontraba debidamente fundado. Lo contrario importaría desatender los fines tuitivos de la legislación previsional, con grave menoscabo de garantías constitucionales (C.S.J.N., cfr. entre otros, fallo del 15-02-94 in re: "Farías Romualda c/ Caja Nac. Prev. ..." y del 05-07-94 in re: "Alfonzo Martínez I. c/ INPS", T. y SS. 1994-654 y 1005, respectivamente; fallo del 06-09-94 in re: "Fernández N. c/ Inst. Nac. de Prev. Social", DT.1995-A-465; fallo del 23-11-95 in re: "Genovesi Donato c/ Caja Nacional de Prev. ..." T. y SS.1996-86).-----------------------------------------------------


Ello así, máxime cuando la negativa de la Caja demandada a otorgar el beneficio pretendido reposaba exclusivamente en la falta del porcentaje de incapacidad requerido en función a idénticas patologías detectadas a la actora en la sede judicial.-------------------------------------------------------------------------------------


15. Por las razones expuestas, corresponde desestimar el recurso de casación en el aspecto de la impugnación analizado, ya que carece de eficacia para revertir el sentido del decisorio cuestionado.------------------------------------------------------------


16. Con sustento en el motivo sustancial de casación (art. 45 inc. "a", Ley 7182) la recurrente alza su embate esgrimiendo que el pronunciamiento cuestionado ha inobservado la ley sustantiva, toda vez que el Tribunal a-quo resolvió acordar la jubilación por invalidez basándose en la pericia médica efectuada en sede judicial, sin que se cumplieran los requisitos establecidos en los artículos 24, 25 y 46 de la Ley 8024.-----------------------------------------------------------------------------------------


17. Entrando al análisis de la cuestión planteada, resulta conducente señalar que el motivo de casación consistente en la errónea aplicación de la ley sustantiva, se configura cuando media una inadecuación o falta de correspondencia entre la norma aplicada y el caso juzgado (conf. De la Rúa, Fernando, "El Recurso de casación", Zavalía Edit., Bs. As. 1968, pág. 104).------------------------------------------


El vicio "in iudicando" señalado, puede producirse cuando la norma que constituye el fundamento legal del fallo no es el precepto que debía aplicarse para resolver el pleito o, aún cuando su aplicación sea correcta, se atribuye una interpretación inexacta al imperativo legal contenido en la misma, que conduce a la inobservancia o errónea aplicación de la ley sustantiva o de la doctrina legal.---------


18. En tal orden de ideas, teniendo en cuenta las conclusiones arribadas al tratar el agravio anterior con sustento en el motivo formal de casación, es evidente que resulta infundada la denuncia del supuesto vicio "in iudicando" formulada, pues la impugnante se limita a invocar una supuesta inobservancia de las "...prescripciones especiales y específicas consignadas por los arts. 24  25 y 46 inc. a) de la Ley 8024..." que, en el marco de un análisis particularizado del contenido de estas normas y teniendo en cuenta las razones expuestas al respecto por la Cámara a-quo, no consigue dar sustento a la causal de casación que se invoca.-------


En efecto, la Cámara tuvo por acreditado el presupuesto de hecho exigido por el artículo 25 de la Ley 8024 y fundó puntualmente tal aseveración en que al momento de la solicitud del beneficio previsional, la actora portaba efectivamente la incapacidad superior al sesenta y seis por ciento (66%) de la T.O., explicitando premisas fácticas que no han logrado ser conmovidas con éxito por la recurrente.----


19. En orden a las restantes "...normas específicas..." que la impugnante reputa inobservadas, corresponde arribar a idéntica solución, por cuanto tampoco en este punto existe razón alguna que justifique un apartamiento de lo resuelto por el Tribunal de Mérito.-----------------------------------------------------------------------------


En efecto, el artículo 24 de la Ley 8024 establece que tendrán derecho a jubilarse por invalidez quienes se incapaciten física o psíquicamente para el desempeño de cualquier actividad compatible con sus aptitudes profesionales, siempre que la incapacidad se hubiere producido durante la relación de trabajo, salvo el supuesto previsto en el artículo 46 inciso a) de la misma, que amplía la posibilidad de obtención del beneficio para el caso en que la incapacidad se produjere dentro de los dos años siguientes al cese.----------------------------------------


Pero es del caso, que el repaso detenido de las actuaciones conduce necesariamente a ratificar que las patologías que originaron la incapacidad exigida por el artículo 25 ib. se produjeron fehacientemente “durante la relación de trabajo”, circunstancia sobre la cual se expidieron afirmativamente y en forma coincidente los facultativos que intervinieron en las Juntas Médicas realizadas a la actora (cfr. fols. 24 y 35, Expte. Adm. Nro. 0124-77524/94),  que sirvieron de motivación a los actos administrativos impugnados (cfr. fols. 26 y 37, expte. adm. cit.) y que a su vez, no fue una cuestión opuesta por la accionada al momento de contestar la demanda (cfr. fs. 30/33), de lo que se deduce que lo controvertido por las partes fue el grado de incapacidad laborativa.-----------------------------------------------------------


20. La sentencia de la Cámara a-quo aparece a la luz de estas conclusiones como un resolutorio que contiene fundamentos que la sustentan plenamente, derivados puntualmente del derecho aplicable y de los hechos acreditados en la causa, los que podrán quizás no conformar a la recurrente, pero sin duda autorizan a declarar la improcedencia de la casación así planteada.-----------------------------------


21. En mérito a las consideraciones expuestas, no es dificultoso advertir cómo el recurso ensayado por la demandada adolece de una ausencia de la debida fundamentación, al haber prescindido efectuar una crítica completa, razonada y vinculada a los términos del fallo, deficiencia que se erige en óbice a su procedencia formal y sustancial.-----------------------------------------------------------------------------


22. En cuanto a la costas devengadas en esta instancia corresponde imponerlas por el orden causado atento a la naturaleza previsional de la causa (art. 82 de la Ley 8024).------------------------------------------------------------------------------


Así voto.----------------------------------------------------------------------------------

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR HUGO ALFREDO LAFRANCONI, DIJO:----------------------------------------------


Considero que las razones dadas por el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin deciden correctamente la primera cuestión planteada y, para evitar inútiles repeticiones, compartiendo sus fundamentos y conclusiones, voto en igual forma.---

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA AÍDA LUCÍA TERESA TARDITTI, DIJO:-----------------------------


Adhiero al voto del Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin, que a mi juicio ha expresado los fundamentos necesarios para resolver en forma correcta la presente cuestión. Por ello, voto en igual sentido.-----------------------------------------------------

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:----------------------------------------------------------

Corresponde: I) No hacer lugar al recurso de casación incoado por la parte demandada (fs. 121/125) y, en consecuencia, confirmar en todas sus partes la Sentencia Número Doscientos veintinueve, dictada el día diez de noviembre de dos mil por la Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación (fs. 105/120).-----------------------------------------------------------------------------------------


II) Imponer las costas por el orden causado (art. 82, Ley 8024).------------------


III) Disponer que los honorarios de la Doctora Marcela R. Rodríguez -parte actora-, por los trabajos realizados en la instancia extraordinaria local, sean regulados por el Tribunal a-quo en el marco de la Ley 8226, si correspondiere (arts. 1 y 25 ib.), previo emplazamiento en los términos del artículo 25 bis ib., en el treinta y uno por ciento (31%) del mínimo de la escala del artículo 34 de la Ley Arancelaria (arts. 37 y 38 ib.), teniendo en cuenta las reglas establecidas en el artículo 29 ib..-----------------------------------------------------------------------------------


Así voto.-----------------------------------------------------------------------------------

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR HUGO ALFREDO LAFRANCONI, DIJO:----------------------------------------------


Voto en igual sentido que el Señor Vocal preopinante, por haber expresado la conclusión que se desprende lógicamente de los fundamentos vertidos en la respuesta a la primera cuestión planteada, compartiéndola plenamente.----------------

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA AÍDA LUCÍA TERESA TARDITTI, DIJO:-----------------------------


Adhiero a los fundamentos y conclusiones a que arriba el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin. Por ello, compartiéndolos, voto en igual sentido a la segunda cuestión planteada.------------------------------------------------------------------------------


Por el resultado de los votos emitidos, el Excmo. Tribunal Superior de Justicia, por intermedio de su Sala en lo Contencioso Administrativa,------------------

RESUELVE:------------------------------------------------------------------------------------


I) No hacer lugar al recurso de casación incoado por la parte demandada (fs. 121/125) y, en consecuencia, confirmar en todas sus partes la Sentencia Número Doscientos veintinueve, dictada el día diez de noviembre de dos mil por la Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación (fs. 105/120).--------------------


II) Imponer las costas por el orden causado (art. 82, Ley 8024).------------------


III) Disponer que los honorarios de la Doctora Marcela R. Rodríguez -parte actora-, por los trabajos realizados en la instancia extraordinaria local, sean regulados por el Tribunal a-quo en el marco de la Ley 8226, si correspondiere (arts. 1 y 25 ib.), previo emplazamiento en los términos del artículo 25 bis ib., en el treinta y uno por ciento (31%) del mínimo de la escala del artículo 34 de la Ley Arancelaria (arts. 37 y 38 ib.), teniendo en cuenta las reglas establecidas en el artículo 29 ib..-----------------------------------------------------------------------------------


Protocolícese, dese copia y bajen.-

VOCALES: DRES. SESIN – LAFRANCONI - TARDITTI

